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C
omo es ya sabido, el 14 de julio de 
2021 Tribunal Constitucional dictó 
sentencia por la que se anulan cier-
tos preceptos del RDL 463/2020, 
por el que se declaró el (primer) es-

tado de alarma para la gestión de la situación 
de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

En particular, se ha declarado la inconstitucio-
nalidad y consiguiente nulidad de (i) los apar-
tados 1, 3 y 5 del artículo 7 del RDL 463/20201, 
que –en síntesis- limitaban fuertemente la li-
bertad de circulación de las personas; y (ii) el  

1	 Se declaran igualmente nulos los términos “modificar, ampliar o” del apartado 6 del artículo 10, lo que no reviste 

la importancia del resto del fallo, al menos no a los efectos de esta breve nota.

apartado 6 de su artículo 10, en el que se habi-
litaba al Ministerio de Sanidad para modificar 
o ampliar las medidas de limitación de la acti-
vidad comercial (y equiparable, a estos efectos)  
que se recogían en dicha norma.

Se ha analizado ya en documento separado la 
fundamentación jurídica de la sentencia o su al-
cance general. No se trata de volver a ello, sino 
de avanzar una primera valoración de su inciden-
cia en el marco específico de la posible respon-
sabilidad patrimonial de la Administración. No 
se trata tampoco de hacer un análisis detallado 
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de esta posibilidad, sobre cuyo recorrido (y di-
ficultades) se ha escrito ya mucho, sino de valo-
rar si esta sentencia abre o cierra la viabilidad  
de este tipo de reclamaciones. 

Es palpable que la cuestión de la posible res-
ponsabilidad patrimonial que pudiera derivar-
se de la inconstitucionalidad del RDL 463/2020 
ha informado la redacción de la sentencia. 
Junto a la específica manifestación que la sen-
tencia recoge al respecto (en la que nos deten-
dremos), la insistencia del tribunal en que el 
problema ha sido de selección del instrumento 
normativo adecuado (por insuficiencia del es-
tado de alarma para suspender derechos) y el 
cuidado que pone en salvar la procedencia de 
las medidas desde un punto de vista material 
sugieren que el TC ha pretendido conjurar el 
riesgo de desencadenar una miríada de recla- 
maciones de responsabilidad patrimonial.

Esta percepción se confirma con la modulación 
de efectos de su sentencia que el TC incluye 
sobre esta materia, cuando aclara que al tra-
tarse de medidas que los ciudadanos tenían el 
deber jurídico de soportar, la inconstitucionali-
dad apreciada en esta sentencia no será por sí 
misma título para fundar reclamaciones de res-
ponsabilidad patrimonial de las administracio-
nes públicas, sin perjuicio de los dispuesto en el 
art. 3.2 de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio,  
de los estados de alarma, excepción y sitio. 

Se trata de un pronunciamiento muy atípico, 
que revela hasta qué punto la cuestión de la po-
sible responsabilidad patrimonial derivada de 
la sentencia ha jugado un papel esencial en su 
contenido. Hablamos de una excepción universal 
y en bloque a lo dispuesto en el artículo 32 de 
la Ley 40/2015, del Régimen Jurídico del Sector 
Público, que permite, bajo determinadas circuns-
tancias, reclamar responsabilidad patrimonial 
derivada de las lesiones que sean «consecuen-
cia de una norma con rango de ley declarada  
inconstitucionalidad».

La intención de la sentencia es clara. Pero so-
bre el alcance y eficacia de su manifestación  
cabe hacer tres apreciaciones:

1.	 La primera, de tipo conceptual. Causa un 
cierto desasosiego que el TC diga que los 
ciudadanos tenían un deber jurídico de so-
portar medidas inconstitucionales. Ello se 
pretende justificar en esa distinción entre 
la proporcionalidad material y mera impro-
cedencia formal de las medidas, pero aun 
así resulta inquietante. Aunque con ello se 
pueda salir del paso en relación con la par-
ticular situación creada por la anulación del  
RDL 463/2020, este tipo de manifestacio-
nes permanecen en el acervo constitucional 
más allá del caso que se resuelve. La natu-
ralización de la idea de que la ciudadanía 
pueda estar por principio obligada a so-
portar (y a permanecer inerme frente a ello) 
medidas contrarias a la CE sería una pésima 
noticia para un funcionamiento saludable  
del Estado de Derecho. 

2.	 La segunda, práctica. La sentencia esta no 
impide a los particulares reclamar respon-
sabilidad patrimonial por los daños que ha-
yan sufrido como consecuencia del estado 
de alarma, tal como reconoce el artículo 3.2 
de la Ley Orgánica 4/1981, sino únicamen-
te que la declaración de inconstitucionali-
dad sea por sí misma título suficiente para 
sustentar esta pretensión, esto es, que la 
reclamación se sustente exclusivamente en 
la Sentencia. Habrá que ver en qué medida 
los Tribunales ordinarios consideran que la 
declaración de inconstitucionalidad conte-
nida en la sentencia, manejada como apoyo 
y no como fundamento único de la reclama-
ción, incide en el elemento de la antijuridi-
cidad requerido para que se reconozca el  
derecho a una indemnización.

3.	 La tercera, para la discusión. Es lícito cues-
tionarse hasta qué punto la manifestación 
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sobre responsabilidad patrimonial recogida 
en la sentencia resulta vinculante para los 
órganos de la jurisdicción ordinaria. Aunque 
el artículo 5.1 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial proclame el carácter conformador 
del ordenamiento de las sentencias del TC, 
lo hace en relación con la interpretación 
de los preceptos y principios constituciona-
les y no tanto con una materia que –pese a 

encontrar su raíz última en el art. 106 de la 
CE- es más bien propia de la legalidad or-
dinaria. Decidir si concurren los requisitos 
para la existencia de responsabilidad patri-
monial es una labor ligada al caso concreto 
que es propia de los tribunales contencioso-
administrativos. No se descarte que estos 
también encuentren su manera de modular  
los efectos de la sentencia.

http://www.ga-p.com

